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EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

la siguiente

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 1.632/88.
promovido por don Federico Trillo-Figueroa Martí­
nez-Conde. comisionado por cincuenta Diputados. contra
la Ley 19/1988. de 12 de julio. de Auditoría de Cuentas.
Ha comparecido el Gobierno representado por el Abo­
gado del Estado y ha sido Ponente el Magistrado don
Fernando García-Mon y González-Regueral. quien expre­
,a el parecer del Tribuna/.

2. El recurso se dirige contra el apartado 1 del
arto 6. la letra dI del apartado 1 y el apartado 2 del
arto 7. el arto 9; la letra al del apartado 2 del arto 14;
el apartado 2 del arto 15; la letra gl del apartado 2 del
arto 16; los apartados 3. 4 y 5 del arto 17; el apartado 2
del arto 18; los arts. 21 y 22 Y. por relación con este
último. el apartado 3 de la Disposición adicional segunda.
la Disposición transitoria primera y la Disposición final
primera de la citada Ley de Auditoría de Cuentas (LAC.).

Alegan los recurrentes que la auditoría es una ocu­
pación habitual que constituye. en definitiva. el ejercicio
de una profesión. todo ello en razón de las acepciones
que a las palabras «actividad». «función» y «profesión»
otorga el Diccionario de la Real Academia Española de
la Lengua. Según ellos. la Ley. no obstante hablar del
ejercicio de la función de auditor. no desconoce que
esa actividad es de naturaleza profesional. pues en el
apartado 3 del arto 6 se menciona la expresión ejercicio
profesional. y la letra cl del apartado 2 del arto 7 exige
para obtener la autorización haber superado un examen
de aptitud profesional. lo que resulta luego reiterado por
los apartados 4 y 5.

La auditoria es. pues. siempre según los recurrentes.
el ejercicio de una profesión liberal. esto es. una profesión
titulada que se ejercita en el marco de la confianza del
cliente.

De la Constitución Española no se desprende que
la auditoría de cuentas deba configurarse como un ejer­
cicio de funciones públicas. La Ley impugnada habilita
a personas no ligadas al Estado por un vínculo funcio­
narial o de servicio público para realizar esa función.
consistente en formular informes pero no en certificar
ni adverar como válidas. verdaderas o existentes. las
partidas de la contabilidad.

La Ley impugnada contraviene la Constitución en rela­
ción' con la potestad sancionadora y el control técnico
encomendado al Instituto de Contabilidad y Auditoría
de Cuentas (ICAC). pues no se adecua al sistema general
con que en nuestras leyes se regula la disciplina pro­
fesional a través de los Colegios de esta naturaleza. Ade­
más. vulnera la distribución competencial entre el Estado
y las Comunidades Autónomas y. por último. trata ina­
decuadamente el secreto profesional y la inscripción en
el Registro Oficial de Auditores de Cuentas.

La Ley de Colegios Profesionales establece los fines
de éstos en relación con la ordenación de las profesiones
y otros aspectos de estas últimas. La Ley de Auditoría
de Cuentas desarrolla para esta profesión los principios
éticos y técnicos de la Ley de Colegios Profesionales.

l. Antecedentes

1. El 15 de octubre de 1988 tuvo entrada en este
Tribunal un recurso de inconstitucionalidad interpuesto.
como comisionado de otros cincuenta Diputados. por
don Federico Trillo-Figueroa Martínez-Conde contra la
Ley 19/1988. de 12 de julio. de Auditoría de Cuentas.
Con fecha 24 de octubre del mismo año se acordó tener
por promovido el mencionado recurso y requerir a los
señores Diputados promoventes para que acreditasen
fehacientemente su voluntad de recurrir. requerimiento
que fue satisfecho mediante escrito que ingresó en este
Tribunal con fecha 19 de noviembre. El recurso fue. en
definitiva. admitido a trámite con fecha de 30 de noviem­
bre. dándose traslado de la demanda al Congreso de
los Diputados. al Senado y al Gobierno y recabándose
de esos mismos órganos los antecedentes que. sobre
la Ley recurrida. existiesen al respecto. requerimiento
que. respecto del Gobierno. se reiteró con fecha 8 de
mayo de 1989 y que fue. en fin. satisfecho el 23 del
mismo mes. tras lo que se acordó dar vista de la docu­
mentación remitida a las partes.

Pleno. Sentencia 386/1993. de 23 de diciem­
bre de 1993. Recurso de inconstitucionalidad
1.632/1988. Promovido por 51 Diputados en
relación con la Ley 19/1988. de 12 de julio.
de Auditoría de Cuentas.

1906

grado de culpabilidad o la peligrosidad del infractor (art.
131.3 L.R.J.A.P. Y PAC.).

Esa desconexión absoluta respecto de los factores
relevantes para el justo ejercicio de la potestad sancio­
nadora. equiparada constitucionalmente al ius puniendi
comO ya habían hecho años atrás primero nuestro Tri­
bunal Supremo y después el Europeo de Derechos Huma­
nos. pone de manifiesto en toda su crudeza el carácter
arbitrario de un criterio tal. utilizado por el legislador.
contrario a la racionalidad y generalidad que exige a
los poderes públicos el arto 9 de la Constitución. Esa
arbitrariedad se potencia por incidir además negativa­
mente en la autonomía municipal que coarta y menos­
caba. ya que se discrimina a los Ayuntamientos no en
razón de lo que hacen sino de lo que son. como afirma
muy expresivamente el Parlamento de Cataluña. Esa
autonomía. proclamada constitucionalmente (art. 137
C.E.) no es troceable por mor del tamaño de quien la
posee. La gradualidad escalonada de las sanciones a
la vista del padrón es. en definitiva. un sistema desa­
fortunado y obsoleto. propio del tiempo pasado. cuando
esa autonomía era un concepto desprovisto de co_ntenido
real. una palabra vacía y los entes locales eran consi­
derados menores de edad y sometidos a la «tutela» esta­
tal. que así se decía sin tapujos. a través de permanentes
mecanismos de fiscalización a cargo de los Goberna­
dores civiles y los Delegados de Hacienda. En definitiva.
ese tope máximo con carácter general y residual con­
diciona grave y negativamente las competencias auto­
nómicas sobre la materia Y. por tanto. priva de soporte
constitucional a la norma en debate.

Dada en Madrid. a veintitrés de diciembre de mil nove­
cientos noventa y tres.-Rafael de Mendizábal Allen­
de.-Firmado y rubricado.

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por
don Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Presidente;
don Luis López Guerra. don Fernando García-Mon y Gon­
zález-Regueral. don Eugenio Díaz Eimil. don Alvaro Rodrí­
guez Bereijo. don Vicente Gimeno Sendra. don José
Gabaldón López. don Rafael de Mendizábal Allende. don
Julio Diego González Campos. don Pedro Cruz Villalón
y don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronun­
ciado
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específico excluiría a quienes, careciendo de él, trabajan
hoy en tareas de revisión contable de la incorporación
al Registro, hipótesis rechazada por los propios recurren­
tes. Es una norma de Derecho transitorio que regula
adecuadamente la variedad de situaciones y titulaciones
que afectan al ámbito de la ley. lo establecido en la
Disposición transitoria impugnada debe entenderse refe­
rido, en cuanto a la formación práctica, al estricto ámbito
de la actividad de revisión y verificación de documentos
contables, por lo que no existe posibilidad alguna de
discriminación ni de arbitrariedad. Por lo demás, la propia
heterogeneidad de las situaciones preexistentes impide
que se hable de situaciones fácticas sustancialmente
iguales.

las alegaciones sobre la retroactividad y la insegu­
ridad juridica son infundadas. la obligación de inscribirse
en un Registro, que alcanza a quienes hasta el momento
se dedican a funciones auditoras, no implica eficacia
retroactiva, pues se proyecta exclusivamente sobre el
futuro sin afectar a situaciones preexistentes que pudie­
ran entenderse consolidadas. No existen derechos adqui­
ridos al amparo de ninguna norma por la sencilla razón
de que no existe tal norma, y el legislador es libre de,
respetando las exigencias del interés público, regular de
modo uniforme el acceso a la actividad de auditoría con­
table. la limitación temporal del período transitorio obe­
dece a la finalidad de reducir las indudables perturba­
ciones generadas por toda transitoriedad, por lo que,
según declarara este Tribunal en su STC 42/1985, no
es ilegítima la abreviación de tales períodos transitorios.
Si es cierto que la norma innova el ordenamiento jurídico,
también es cierto que esa innovación se produce, como
exigiera este Tribunal en su STC 65/1987, de forma
precisa, cierta, formalmente publicada y mediante una
norma de rango adecuado.

Por todo ello, el Abogado del Estado solicita la deses­
timación del recurso y la declaración de constituciona­
lidad de la ley impugnada.

4. Por providencra de 21 de diciembre de 1993, se
fijó para la deliberación y fallo de la presente Sentencia
el día 23 siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

1. Conviene resumir, antes de adentrarnos en la reso­
lución del presente recurso, los términos en los que éste
se plantea. los recurrentes sostienen que la ley impug­
nada es inconstitucional por cinco órdenes de argumen­
tos diferentes, que afectan a distintos artículos de la
Constitución; en primer lugar. consideran que vulnera
el arto 36 C.E. en cuanto regula, fuera de la ley a la
que el citado precepto constitucional se remite, el ejer­
cicio de la profesión y la organización profesional de
los auditores de cuentas; en segundo lugar, aducen que
vulnera el arto 14 C.E., al tratar al futuro Colegio Pro­
fesional de Auditores de Cuentas en forma diferente a
las demás Corporaciones similares; en tercer lugar, y
en relación con lo anterior, argumentan que vulnera el
orden de distribución de competencias constitucional­
mente establecido, en cuanto que no respeta las com­
petencias atribuidas a las Comunidades Autónomas en
relación con los Colegios Profesionales y el ejercicio de
las profesiones tituladas; en cuarto lugar, entienden que
la ley impugnada vulnera el derecho a la intimidad cons­
titucionalmente reconocido, en conexión con el secreto
profesional; por último, sostienen que determinados pre­
ceptos de la ley impugnada vulneran los principios de
igualdad, de interdicción de la arbitrariedad de los pode­
res públicos y de seguridad jurídica constitucionalmente
consagrados, en particular en lo referido al acceso al
Registro de Auditores y a las condiciones establecidas

para el mismo a quienes, con anterioridad a la entrada
en vigor de la ley, desarrollaban 'dichas funciones.

Puede, pues, decirse que el recurso se centra. de
una parte, sobre dos objeciones globales, relativas a la
contradicción con el arto 36 C.E. y a la vulneración del
orden competencial; y, de otra, sobre objeciones con­
cretas, susceptibles, a su vez. de ser agrupadas en dos
bloques: las referentes a las potestades del Instituto de
Contabilidad y Auditoría de Cuentas y las relativas al
régimen de acceso a la actividad auditora. con particular
referencia al período transitorio.

2. El nucleo del recurso se asienta, pues. sobre la
alegación de que la ley impugnada es contraria a la
Constitución por desconocer lo previsto en su arto 36.
Sobre este alegato básico descansan. como se verá,
otros colaterales y, en última instancia, prácticamente
todas las fundamentaciones de la impugnación que nos
ocupa traen causa de esta argumentación principal.

En síntesis, los recurrentes entienden que la ley
impugnada regula el ejercicio de una profesión liberal
y la organización colegial de los profesionales, y que
lo hace al margen de la ley 2/1974, de Colegios Pro­
fesionales. Por ello, incurriría en inconstitucionalidad, que
derivaría tanto del desconocimiento de lo previsto en
el arto 36 C.E., que en opinión de los recurrentes obliga
a que sea exclusivamente la ley de Colegios Profesio­
nales la que regule esta materia, cuanto de la vulneración
del principio de igualdad, por regular la profesión de
auditor y la organización colegial de estos profesionales
de forma distinta a aquella en que están reguladas tales
materias para todas las demás ·profesiones. En fin, las
funciones atribuidas al Instituto de Contabilidad y Audi­
toría de Cuentas (I.CAC.) vulnerarían, también, el prin­
cipio de igualdad, pues implicarían un tratamiento desi­
gual respecto del otorgado a otras profesiones y, con­
siguientemente, a otros Colegios Profesionales, despo­
jando de algunas de sus funciones al Colegio Profesional
que eventualmente congregase a los auditores de
cuentas.

Una cosa es preciso adelantar, a la vista de las ale­
gaciones expuestas en el recurso: en este proceso de
constitucionalidad sólo la Constitución es válida como
canon de referencia. Para determinar la constituciona­
lidad de la ley impugnada sólo es preciso contrastarla
con la Constitución, sin que las Directivas comunitarias
ni, mucho menos, la vigente ley de Colegios Profesio­
nales, preconstitucional por demás, sean criterios válidos
de comparación.

Un examen de la ley impugnada, y de los objetivos
en ella perseguidos por el legislador, que están deta­
lladamente expuestos en la Exposición de Motivos. pone
claramente de relieve que la norma no regula exacta­
mente el ejercicio. como pretenden los recurrentes, de
una profesión liberal. sino de una actividad. En efecto,
el objetivo de la ley de Auditoría de Cuentas no es regular
una profesión, sino, como su propio nombre indica, la
actividad auditora de cuentas. Todo el contenido de la
ley está encaminado a regular los requisitos que ha
de revestir, para surtir los efectos que de ella son propios,
una auditoría de cuentas, requisitos entre los cuales figu­
ra, como no podía ser de otra forma, que quienes la
realicen cumplan determinadas condiciones.

Así, la Exposición de Motivos señala, en su aparta­
do 11, que «la auditoría de cuentas se configura en esta
ley como la actividad que tiene por objeto la emisión
de un informe... En los párrafos posteriores, alude repe­
tidamente a «la actividad.. auditora. Y, lo que es más
relevante, comienza su contenido normativo. en el art.
1.1, señalando que «se entenderá por auditoría de cuen­
tas la actividad consistente en la revisión y verificación
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sin respetar los derechos o situaciones adquiridas. Por
ello, viola los principios de seguridad jurídica. de irre­
troactividad de las leyes, de no discriminación y de inter­
dicción de arbitrariedad de los poderes públicos.

Por todo ello, se solicita que se declaren inconsti­
tucionales los artículos de la Ley más arriba mencio­
nados.

3. El Abogado del Estado comienza sus alegaciones
con una serie de consideraciones sobre el contenido
de la Ley impugnada. A este respecto, señala que esta
última no regula la profesión de auditor entendida como
conjunto de actividades o funciones sino, solamente, una
sola. la de la auditoría contable, de las posibles acti­
vidades de los auditores. Por consiguiente. la Ley
19/1988 no norma la profesión de auditor, sino la acti­
vidad de auditoría contable. Tampoco forma parte de
su contenido el régimen jurídico de los auditores en cuan­
to a su profesión colegiada. En suma, el contenido de
la Leyes, exclusivamente. la actividad de auditoría de
cuentas.

Puesto que la Ley impugnada no regula más que una
actividad, los argumentos de los recurrentes encamina­
dos a justificar la inconstitucionalidad de la ley sobre
la base de que regula una profesión son manifiestamente
infundados. Además. y puesto que estamos ante un pro­
ceso de constitucionalidad, sólo la Constitución puede
servir de parámetro. Aun aceptando que la Ley impug­
nada regulase una profesión, lo que no es el caso, tal
regulación no sería inconstitucional. En efecto, el arto 36
C.E. se limita a señalar que la estructura interna y el
funcionamiento de los Colegios Profesionales deben ser
democráticos. No hay en la Constitución ninguna otra
exigencia material. y ni siquiera se atribuye a estas enti­
dades funciones relativas al ejercicio de las profesiones.
Será la Ley, a la que se remite el propio arto 36 C.E..
quien configure la naturaleza y funciones de los Colegios
Profesionales. Aparte de esa reserva legal no se deduce
del arto 36 C.E. ningún «contenido esencial" de los Cole­
gios Profesionales indisponible para el legislador ordi­
nario y, obviamente. son posibles regulaciones diferentes
con modificaciones parciales de la Ley de Colegios Pro­
fesionales. A juicio del Abogado del Estado son insólitas
las pretensiones de los recurrentes de que se proscriban
las modificaciones parciales de una ley, cuando no se
pone objeciones a que otra ley la derogue íntegramente.

Tampoco existe vulneración del arto 14 C.E.: la ley
no regula una profesión, por lo que no hay posibilidad
de comparación con otras. pero incluso aunque así fuera
la diversidad de regímenes profesionales haría imposible
la búsqueda de un término de comparación en que fun­
damentar la vulneración del principio de igualdad. Ni
siquiera si la ley regulase la profesión de auditor y lo
hiciese de forma distinta a las demás profesiones podría
predicarse su inconstitucionalidad.

Pone de relieve el Abogado del Estado la relevancia
de la actividad auditora en una economía como la actual.
Es en esa relevancia donde se encuentra el interés públi­
co que justifica un régimen legal que incluye interven­
ciones administrativas como las previstas en la ley
impugnada. La actividad auditora trasciende a los puros
intereses particulares de quienes auditan y son audita­
dos. lo que, de existir un término de comparación, jus­
tificaría sobradamente la diferencia de trato.

La inscripción en el Registro Oficial de Auditores de
Cuentas no afecta para nada al ejercicio de la profesión
de auditor en todo lo que no sea la actividad auditora.

La alegación de que la ley impugnada infringe el orden
constitucional de distribución de competencias se com­
bate por el Abogado del Estado señalando, en primer
lugar, que no existe título competencial alguno para esta
afirmación. Los preceptos impugnados no se refieren

a la estructura, composición o funcionamiento de Colegie
Profesional alguno, ni siquiera a la forma en que se ejerc~

la actividad auditora, sino sólo a garantizar el cumpli
miento de los requisitos legalmente previstos. Por con
siguiente. los artículos impugnados no entran en colisiór
con los títulos competenciales alegados. La Ley sólo pre
tende garantizar la efectividad y fiabilidad de las técnica!
de revisión contable, por cuanto no hay competenci¡
autonómica que entre en juego. Este Tribunal ya declaré
en su STC 20/1988 que el Estado tiene competenci¡
para intervenir en la materia, a lo que hay que añadil
el carácter estatal de la Ley a que se refiere el arto 3€
C.E. (STC 76/1983) y las previsiones del art. 15.2 \
3 de la Ley 126/1983. Por consiguiente. no sólo e
ámbito material de la Leyes diferente de la competenci¡
atribuida a las Comunidades Autónomas en materia d~

Colegios Profesionales. sino que existen competencia!
estatales que avalan su constitucionalidad.

Otros preceptos de la ley son impugnados, como ante
riormente se vio, por vulnerar el art. 18.1 C.E. en relaciór
con el arto 9.3. Por lo que a la vulneración del art. 18.1
C.E. respecta, se remite el Abogado del Estado a la STC
170/1987, de acuerdo con la cual dicho derecho cons
titucional no puede considerarse vulnerado como con
secuencia de las limitaciones resultantes de los debere!
y relaciones regulados por el ordenamiento jurídico. E
derecho a la intimidad personal se refiere a las persona!
individuales, sin que, en principio. las personas jurídica!
puedan ser titulares del mismo (ATC 257/1985). Ne
existe un derecho a la intimidad de las entidades audi
tadas, especialmente a la vista de los intereses públicol
que se encuentran en juego, intereses públicos que 1m
propios recurrentes aceptan sin protesta cuando se trat¡
de imponer obligatoriamente las revisiones contables ¡
determinadas sociedades. como se prevé en la Dispo
sición adicional segunda de la Ley impugnada.

Por lo que se refiere a la presunta vulneración de
derecho al secreto profesional se hace notar que la acti
vidad de auditoría se dirige a elaborar un informe 'po
el que se hace pública una situación. por lo que par<
que los datos a que dichos informes se refieren tengar
trascendencia para terceros han de explicitarse. A dife
rencia de otras profesiones, en las que exige un debe
de secreto de ciertos datos, mal puede hablarse de é
en el caso de la auditoría, porque de lo que se trat¡
es de todo lo contrario. El control técnico realizable po
el Instituto de Contabilidad y Auditorías se' mueve er
un ámbito diferente del secreto profesional. IgualmentE
infundada es la alegación de dependencia de los audi
tares causada por las funciones de control técnico 1
disciplinarias atribuidas a dicho organismo: ni existe n
se aprecia dependencia alguna, orgánica o funcional

Alegan también los recurrentes la infracción de diver
sas Directivas comunitarias y de la Constitución en 1<
regulación de la situación profesional de los auditare:
y del acceso a la profesión. Hasta la promulgación dE
la Ley la auditoría contable era en España una activida(
para cuya realización no se exigía titulación ni requisit(
alguno. por lo que no estaba reservada a ningún grup(
o colectivo y a nadie podía prohibirse que la realizara
A la luz de lo declarado en la STC 42/1986. podrí¡
muy bien decirse, aceptando la tesis de los recurrente:
sobre la profesión de auditor, que cuando la ley la regul<
es porque el legislador ha hecho uso de las previsione:
del art. 36 C.E. La regulación de la incorporación al Regis
tro de Auditores de Cuentas por quienes venían rea
lizando dichas funciones no constituye norma en blanc(
ni deja margen alguno para la arbitrariedad administra
tiva. Por el contrario se fijan con precisión los requisito:
que deben cumplirse, atendiendo a la heterogeneida(
de las situaciones preexistentes. La referencia a un títUIe
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lador, ni tampoco materias consustanciales a los Col~

gios Profesionales. Así, pues, no es aceptable la tesIs
de los recurrentes de que el legislador podría derogar
íntegramente la Ley 2/1974, pero sin que le quepa intro­
ducir excepciones singulares en el régimen de las cor-
poraciones por ella reguladas. .

La aplicación de la citada doctnna al presente caso
lleva a la inequívoca conclusión de que aun cuando fuera
cierto, como alegan los recurrentes, que la ley impug­
nada regula la profesión de auditor y el Colegio Pro­
fesional correspondiente, tal cosa sena constitucIonal­
mente lícita a la luz del arto 36 C.E. .

4. La vulneraci6,n del principio de igualdad se fun­
damenta con una proyeccíón índividual y otra corpo­
rativa. Por lo que a la primera se refi.~re, se ale\la que
la Ley impugnada, al dar a la profeslon de auditor de
cuentas un tratamiento diferente a otras, causa una desI­
gualdad; por lo que a la segunda respecta se aduc;e
que al otorgarse al Instituto de Contabilidad y Audltona
de Cuentas funciones características de los ColegIOS Pro­
fesionales se incurre en desigualdad al no tratarse al
Colegio P;ofesional de Auditores de Cuentas igual que
a los demás Colegios Profesionales, puesto que se le
sustraen competencias. .

En lo tocante al primer punto, ya se ha dicho que
la Ley no regula la profesión de auditor, ni tampoco
el eventual Colegio Profesional de éstos, Sino la actividad
de quienes realizan auditorías, lo cual. sobre ser ?lara­
mente diferente, está Justificado por la relevanCia publica
y frente a terceros de la actividad, por los efectos que
ésta surte y por la obligación legal que determinadas
entidades tienen de someterse a auditorías. No regu­
lándose una profesión. difícilmente puede darse un trato
diferente respecto del existente en las demás profeSIO­
nes, todo ello al margen de que ese trato diferencial,
de existir no resultaría, como hemos dICho, de por sí
inconstit~cional. El mismo argumento ha de utilizarse
para rebatir la segunda impugnación citada, pues, como
ya se apuntó. la Ley no entra en la regulaCión del ColegiO
Profesional de Auditores de Cuentas, SinO que se limita
a crear un órgano público al que asigna funciones
determinadas.

Además, la alegación de la desigualdad exige! como
este Tribunal ha dicho reiteradamente, que eXista un
término de comparación. Ese término no existe en este
caso, en primer lugar -y ello sería suficiente- ¡:Jorque
un organismo público como el ICAC, cuyo exclUSIVO fin
es defender el interés público, no es en modo alguno
equiparable a un Colegio Profesional, que tiene como
una de sus funciones primordiales defender los Intereses
de sus miembros (así, SSTC 76/1983. 23/1984,
123/1987 y 20/1988); y, en segundo lugar, porque
no existe actualmente el Colegio Profesional de Audi­
tores de Cuentas, y difícilmente puede ser objeto de
comparación algo que no existe. Esta misma razón ha
de servir para rechazar los alegatos relatiVOS a que las
funciones legalmente atnbuldas al ICAC pnvan de las
suyas al Colegio de Auditores de Cuentas que, según
dicen los recurrentes, haya de crearse en el futuro, pues
es igualmente imposible privar de función alguna a un
ente inexistente.

5. Sentado lo anterior, cabe ya entrar en la deter­
minación concreta de los preceptos que los recurrentes
estiman inconstitucionales, lo que se hará siguiendo. en
lugar del orden númerico de los preceptos, el orden lógi­
co de las materias ya apuntadas de que tratan los
mismos.

A) El arto 22 y, en relación con éste, la Disposición
adicional segunda, son impugnados porque, según los
recurrentes, invaden competencias propias de los Cole-

gios Profesionales. El primero de los preceptos citados
atribuye al ICAC el cOAtrol y diSCiplina de la actiVidad
de auditoría y de los auditores de cuentas, somete el
Registro Oficial de A\,ditores de CueJ'las al control de
dicho ente, aSigna a este el control tecnlco de las audi­
torías, prevé los supuestos de realización de tal contrl;>I,
y, en fin, establece el régimen de recursos; la Dlsposlclon
adicional segunda crea el ICAC y regula sus organos
rectores.

Pues bien, ninguna de estas funciones so.n caracte­
rísticas de los Colegios Profe~ionales y, ademas, aunque
lo fueran, el legislador podna muy bien, mediante una
norma con rango de ley, modificar las funCiones de los
Colegios Profesionales. La creación de un organlsm~
entra, igualmente, en las potestades del legislador, aSI
como la regulación de sus órganos rectores y la atn-
bución de sus competencias. .

Las auditorías de cuentas tienen notable relevanCia
frente a terceros, y las leyes obligan a determinadas
entidades a realizarlas en ciertos supuestos, y en no
pocos casos con carácter periódico. Todo ello justifi?a
objetiva y razonablemente que se prevea un control tec­
nico de las auditorías, pues es claro que SI ciertas enti­
dades vienen obligadas a realizarlas, y de ellas se siguen
efectos frente a terceros distintos de los administradores
de las entidades auditadas. preciso es controlar que tales
auditorías se realicen siguiendo unos determinados cn­
terios que garanticen su fiabilídad, pues de otra forma
los objetivos perseguidos por la norma -proporcionar
una información rigurosa, objetiva y completa sobre la
situación de la entidad auditada- no podrían alcanzarse.

La atribución de ese control a un organismo público
está, igualmente, objetiva y razonablemente justificada.
Siendo los poderes públicos los que establecen la obli­
gación de someterse .~ auditorías y r~gul?n los efectos
de éstas en persecuclon de un Interes publico, cual es
el de garantizar el cumplido conocimiento de los inte­
resados -accionistas, acreedores, pOSibles comprado­
res, etcétera- de la situación económica de las enti­
dades, nada obsta a que el control tendente a garantl~ar

la fiabilidad de las auditorías se encomiende, tamblen,
a un organismo público que, por serlo, está sometido
(art. 103.1 C.E.) al servicio objetivo de los intereses gene­
rales. La atribución de estas funCiones, de clara rele­
vancia general. a un Colegio Profesional no viene en
modo alguno exigida por la Constitución.

B) La letra a) del apartado 2 del art. 14 instituye
al" ICAC como uno de los sujetos que pueden acceder
a la documentación referente a cada auditoría de cuen­
tas. En correlación con este precepto, la letra g) del apar­
tado 2 del art. 16 configura la no remisión de dicha
documentación como una falta grave, y el apartado 2
del art. 15 atribuye al ICAC la potestad sancionadora
sujeta a lo previsto en el art. 21. . ..

El control técnico viene exigido, como se dijO en el
apartado anterior. por la necesidad de asegurar que las
auditorías de cuentas se realicen, preCisamente, con el
método y en la forma adecuada para garantizar su fia­
bilidad, y de suerte que puedan surtir los ef~ctos que
les son propios. Es obvio que tal control no podna llevarse
a cabo si no se puede acceder a la documentac,lón de
base, pues sólo el contraste de tal documentacl.~n c~:>n
la auditoría realizada permite venflcar la correCClon tec­
nica de ésta. La posibilidad de acceder a la documen­
tación tiene, pues, una justificación objetIva, razonab,le
y proporcionada, en espeCIal SI se conSidera que, segun
lo previsto en el art. 14.2, en relaCión con el art. 13,
ellCAC viene obligado a mantener el secreto.

El que la negativa a remitir la documentación sea
constitutiva de una infracción administrativa es un meca­
nismo tendente a asegurar la efectividad y viabilidad
del control. Su previsión en una norma con rango de
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de documentos contables, siempre que aquella tenga
por objeto la emisión de un informe que pueda tener
efectos frente a terceros».

El objeto de la leyes, pues. una actividad que. cier­
tamente. podrá ser realizada por profesionales. Pero ni
los profesionales han de realizar solo esa actividad. ni
ésta ha de constituir en exclusiva el objeto de una única
profesión, pues tan posible es que quien realice audi­
torías ejerza también otras actividades profesionales
como que las auditorías sean realizables por profesio­
nales con diferentes titulaciones. En fin, resulta de la
mayor importancia señalar que la definición legal de la
auditoría de cuentas se anuda a los efectos que pueda
surtir frente a terceros.

3. El objetivo perseguido por la ley está. por lo demás.
sobradamente justificado en las condiciones que carac­
terizan a la economía de mercado en la que nos move­
mos. La complejidad de la propiedad empresarial. con
frecuencia diferenciada de la gestión, la fluidez del tráfico
mercantil, que ocasiona continuas transacciones empre­
sariales para cuya feliz consecución es del todo necesario
conocer con precisión el estado patrimonial de las enti­
dades, la despersonalización del patrimonio, la búsqueda
de financiación para conseguir recursos suficientes para
el desarrollo de la actividad empresarial. la diversidad
de las propias fuentes de financiación, la continua acti­
vidad de venta y adquisición de bienes y servicios y
la existencia de intereses laborales son. todas ellas, cir­
cunstancias que exigen. para asegurar el funcionamiento
eficaz y transparente del mercado y la protección de
los muy diversos intereses concurrentes. la máxima fia­
bilidad de la información disponible sobre la verdadera
y real situación económica, financiera y patrimonial de
las empresas (imagen fiel). La actividad auditora se enca­
mina, precisamente. a procurar a cuantos tienen interés
en esa imagen fiel que les resulta indispensable para
garantizar sus intereses. De ahí que. como señala el
art. 1 de la ley, la actividad de auditoría se caracterice,
precisamente. por sus posibles efectos frente a terceros.
Es, por consiguiente. de todo punto lógico que los pode­
res públicos, y en este caso el legislador. regulen los
requisitos. condiciones y efectos que ha de tener una
actividad de tan amplia y profunda influencia sobre el
funcionamiento d.e la economía de mercado y de los
derechos e intereses de muy diversas personas y grupos.
Sólo una regulación de este género puede asegurar que
la información proporcionada por las auditorías respon­
da, efectivamente. a la realidad. y solo ella puede. por
consiguiente. asegurar que las auditorías estén en con­
diciones de cumplir las funciones que de ella se esperan.

La relevancia pública de las auditorías de cuentas
se pone claramente de manifiesto en la Disposición adi­
cional primera de la Ley -que. como bien pone de relieve
el Abogado del Estado. no es objeto de impugnación
por los recurrentes- en la que se establece la obligación
legal de someterse a una auditoría de cuentas anual
a un amplio y diverso número de entidades. A ello debe
añadirse que la Ley de Sociedades Anónimas obliga a
estas entidades -arts. 171.1 y 202.1- a realizar y pre­
sentar. en cada ejercicio. unas cuentas anuales y un
informe de gestión. y obliga también, en su art. 203.1,
a que la verificación contable establecida en dicha Ley
sea realizada. precisamente, por auditores de cuentas.
Si el legislador, al objeto de garantizar la seguridad del
tráfico mercantil. obliga a determinadas -y tan nume­
rosas como diversas- entidades a someterse periódi­
camente a auditorías de cuentas, y establece que la vali­
dez de éstas dependa. en primer lugar, de que las lleven
a cabo personas determinadas, es no solo lógico, sino
hasta obligado. que el propio legislador regule también

la forma en que haya de desarrollarse tal actividad y
los requisitos que deban reunir quienes la ejerzan.

Regular la actividad y sus efectos es, por consiguiente,
cuando concurre un interés público como el señalado,
una atribución del legislador. Pero regular una actividad
no es, forzosamente. regular una profesión. y menos aún
regular la organización corporativa de unos determina­
dos profesionales. La profesión incluye, generalmente,
la realización de un disperso haz de actividades cada
una de las cuales es susceptible, en su caso, de tener
una diferente regulación, y así ocurre con cierta frecuen­
cia; la regulación de una de esas actividades no es. por
consiguiente. la de la profesión en su conjunto, que pue­
de estar sometida al régimen de titulación. requisitos,
normas deontológicas y organización corporativa que
en cada caso corresponda. Es perfectamente posible que
por una sola profesión' se realice una diversidad de acti­
vidades sometidas a un diferente régimen regulador, sin
que por ello deban confundirse la regulación de la acti­
vidad con la de la profesión.

Eso es cabalmente lo que ocurre en el presente caso:
a la vista del interés público generado por las circuns­
tancias ya citadas, el legislador, con la pretensión de
garantizar la fiabilidad de las auditorías, regula esta acti­
vidad. sin por ello regular la profesión de auditor. En
efecto. la Ley no contiene las normas que caracterís­
ticamente regulan una profesión, como son la titulación
requerida, el campo en el que se desarrolla la profesión.
las obligaciones y derechos de los profesionales. las nor­
mas deontológicas que han de seguir y, en suma, su
organización corporativa.

Tampoco existe en la Ley impugnada regulación algu­
na de un Colegio Profesional. Una normación de este
género habría forzosamente de referirse a la estructura.
composición y funcionamiento del Colegio Profesional
y a los derechos y deberes de sus miembros. Ya en
nuestra STC 81/1985 señalamos que ..de acuerdo con
la Ley de Colegios Profesionales 2/1974, de 13 de febre­
ro, los Colegios Profesionales son corporaciones de dere­
cho público cuyos fines esenciales son la ordenación
del ejercicio de las profesiones, la representación exclu­
siva de las mismas y la defensa de los intereses pro­
fesionales de los colegiados (art. 1.1 y 3). a cuyo efecto
les corresponden una serie de funciones en su ámbito
territorial y se les reconoce legitimación para ser parte
en cuantos litigios afecten a los intereses profesionales
[art. 5 g)J». Y en la STC 42/1986 afirmabamos que
<da estructura y el funcionamiento de los Colegios a que
alude el arto 36 de la Constitución es su modo de orga­
nización y de actuación» todo lo cual está manifiesta­
mente ausente en la Ley 19/1988.

Un somero contraste entre esta Ley y la de Colegios
Profesionales revela, más allá de toda duda, que su objeto
material es absolutamente diferente: mientras esta últi­
ma, en consonancia con su fin, regula la estructura, com­
posición. funciones y régimen jurídico de los Colegios
Profesionales. la que ahora nos ocupa no se adentra
en absoluto en ninguna de esas materias. Por lo demás.
es claro. y así lo hemos dicho reiteradamente. que de
la Constitución sólo se deduce que los Colegios Pro­
fesionales han de ser regulados por Ley (SSTC 42/1986
y 132/1989) pero ello no excluiría forzosamente que
el legislador decidiese regular en una norma específica
algunas normas singulares de un o unos concretos Cole­
gios Profesionales. Es igualmente claro que el legislador
puede modificar las normas. siempre que no contravenga
la Constitución y que nada hay en el art. 36 C.E. que
le impida hacerlo así en lo relativo a los Colegios Pro­
fesionales. No hay en la Constitución ningún precepto
que establezca, a favor de los Colegios Profesionales,
una concreta reserva material indisponible para el legis-
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lador, ni tampoco materias consustanciales a los Cole­
gios Profesionales. Así, pues, no es aceptable la tesIs
de los recurrentes de que el legislador podría derogar
íntegramente la Ley 2/1974, pero sin que le quepa intro­
ducir excepciones singulares en el régimen de las cor­
poraciones por ella reguladas.

La aplicación de la citada doctrina al presente caso
lleva a la inequívoca conclusión de que aun cuando fuera
cierto, como alegan los recurrentes, que la ley Impug­
nada regula la profesión de auditor y el Colegio Pro­
fesional correspondiente, tal cosa sería constitucional­
mente lícita a la luz del arto 36 C.E..

4. La vulneraci~n del principio de igualdad se fun­
damenta con una proyección individual y otra corpo­
rativa. Por lo que a la primera se refiere, se alega que
la Ley impugnada, al dar a la profesión de auditor de
cuentas un tratamiento diferente a otras, causa una deSI­
gualdad; por lo que a la segunda respecta se aduce
que al otorgarse al Instituto de Contabilidad y Auditoría
de Cuentas funciones características de los Colegios Pro­
fesionales, se incurre en desigualdad al no tratarse al
Colegio Profesional de Auditores de Cuentas Igual que
a los demás Colegios Profesionales, puesto que se le
sustraen competencias.

En lo tocante al primer punto, ya se ha dicho que
la Ley no regula la profesión de auditor, ni tampoco
el eventual Colegio Profesional de éstos, sino la actividad
de quienes realizan auditorías, lo cual. sobre ser clara­
mente diferente, está justificado por la relevancia pública
y frente a terceros de la actividad, por los efectos que
ésta surte y por la obligación legal que deterniinadas
entidades tienen de someterse a auditorías. No regu­
lándose una profesión, difícilmente puede da~se un trato
diferente respecto del existente en las demas profesIo­
nes, todo ello al margen de que ese trato diferencial,
de existir, no resultaría, como hemos dicho, de por sí
inconstitucional. El mismo argumento ha de utilizarse
para rebatir la segunda impugnación citad~, pues, como
ya se apuntó, la Ley no entra en la regulaclon del ColeQlo
Profesional de Auditores de Cuentas, sIno que se limIta
a crear un órgano público al que asigna funciones
determinadas.

Además, la alegación de la desigualdad exige, como
este Tribunal ha dicho reiteradamente, que eXista un
término de comparación. Ese término no existe en este
caso, en primer lugar -y ello sería suficiente- ¡:Jorque
un organismo público como el ICAC, cuyo exclUSIVO fIn
es defender el interés público, no es en modo alguno
equiparable a un Colegio Profesional. que tiene como
una de sus funciones primordiales defender los Intereses
de sus miembros (así, SSTC 76/1983, 23/1984,
123/1987 y 2011988); y, en segundo lugar, porque
no existe actualmente el ColegIO ProfesIonal de AudI­
tores de Cuentas, y difícilmente puede ser objeto de
comparación algo que no existe. Esta misma razón ha
de servir para rechazar los alegatos relativos a que las
funciones legalmente atribuidas al ICAC privan de las
suyas al Colegio de Auditores de Cuentas que, según
dicen los recurrentes, haya de crearse en el futuro, pues
es igualmente imposible privar de función alguna a un
ente inexistente.

5. Sentado lo anterior, cabe ya entrar en la deter­
minación concreta de los preceptos que los recurrentes
estiman inconstitucionales, lo que se hará siguiendo, en
lugar del orden númerico de los preceptos, el orden lógi­
co de las materias ya apuntadas de que tratan los
mismos.

A) El arto 22 y, en relación con éste, la Dispo;;ición
adicional segunda, son impugnados porque, segun los
recurrentes, invaden competencias propias de los Cale-

gios Profesionales. El primero de los preceptos citados
atribuye al ICAC el control y dIscIplina de la activIdad
de auditoría y de los auditores de cuentas, somete el
Registro Oficial de Auditores de Cuentas al control de
dicho ente, asigna a éste el control técnico de las audi­
torías, prevé los supu~stos de realización de tal contr?1.
y, en fin, establece el reglmen de recursos; la DlslJoslclon
adicional segunda crea el ICAC y regula sus organos
rectores.

Pues bien, ninguna de estas funciones sO,n caracte­
rísticas de los Colegios Profesionales y, ademas, aunque
lo fueran, el legislador podría muy bien, mediante una
norma con rango de ley, modificar las funciones de los
Colegios Profesionales. La creación de un organism~

entra, igualmente, en las potestades del legIslador, aSI
como la regulación de sus órganos rectores y la atri-
bución de sus competencias. .

Las auditorías de cuentas tienen notable relevanCIa
frente a terceros, y las leyes obligan a determinadas
entidades a realizarlas en ciertos supuestos, y en no
pocos casos con carácter periódico. Todo ello justifi,ca
objetiva y razonablemente que se prevea un control tec­
nico de las auditorías, pues es claro que SI cIertas entI­
dades vienen obligadas a realizarlas, y de ellas se sIguen
efectos frente a terceros distintos de los administradores
de las entidades auditadas, preciso es controlar que tales
auditorías se realicen siguiendo unos determinados Cri­
terios que garanticen su fiabilidad, pues de otra forma
los objetivos perseguidos por la norma -proporcIonar
una información rigurosa, objetiva y completa sobre la
situación de la entidad auditada- no podrían alcanzarse.

La atribución de ese control a un organismo público
está, igualmente, objetiva y razonablemente justificada.
Siendo los poderes públicos los que establecen la obli­
gación de someterse a auditorías y regulan los efectos
de éstas en persecución de un interés público, cual es
el de garantizar el cumplido conOCimIento de los Inte­
resados -accionistas, acreedores, pOSIbles comprado­
res, etcétera- de la situación económica de las entI­
dades, nada obsta a que el control tendente a garantl~ar
la fiabilidad de las auditorías se encomIende, tamblen,
a un organismo público que, por serlo, está sometido
(art. 103.1 C.E.) al servicio objetivo de los intereses gene­
rales. La atribución de estas funCIones, de clara rele­
vancia general, a un Colegio Profesional no viene en
modo alguno exigida por la Constitución. ..

B) La letra a) del apartado 2 del art. 14 instItuye
al" ICAC como uno de los sujetos que pueden acceder
a la documentación referente a cada auditoría de cuen­
tas. En correlación con este precepto, la letra g) del apar­
tado 2 del arto 16 configura la no remisión de dicha
documentación como una falta grave, y el apartado 2
del arto 15 atribuye al ICAC la potestad sancionadora
sujeta a lo previsto en el art. 21. . ..

El control técnico viene eXigido, como se dIJO en el
apartado anterior, por la necesidad de asegurar que las
auditorías de cuentas se realicen, preCIsamente, con el
método y en la forma adecuada para. garantizar su fia­
bilidad, y de suerte que puedan surtir los ef,;ctos que
les son propios. Es obvio que tal control no podrla Ileyarse
a cabo si no se puede acceder a la documentac!on de
base, pues sólo el contraste de tal documentaclon c~m

la auditoría realizada permite verificar la correccIón tec­
nica de ésta. La posibilidad de acceder a la documen­
tación tiene, pues, una justificación objetiva, razona~le

y proporcionada, en especial si se co~sidera que, segun
lo previsto en el art. 14.2, en relaclon con el art. 13,
ellCAC viene obligado a mantener el secreto.

El que la negativa a remitir la documentación sea
constitutiva de una infracción administrativa es un meca­
nismo tendente a asegurar la efectividad y viabilidad
del control. Su previsión en una norma con rango de
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ley, y la precisión de la conducta descrita. la dota de
las exigencias de congruencia. rango. tipificación precisa
y proporcionalidad exigibles. Nada hay. por conslQUlen!e,
en estos preceptos que se oponga a la Constltuclon,
pues es claro que el legislador es libre de otorgar la
potestad sancionadora a un ente público cuando. como
es aquí el caso, concurre una relación de sujeción espe­
cial, derivada. una vez más, de los efectos que se otorgan
a las auditorías y de la obligación legal de réalizarlas.
En fin, el art. 21 establece reglas procedimentales que
incorporan garantías del eventual infractor, por lo que
nada hay en él susceptible de ser reputado incons­
titucional.

C) El apartado 2 del arto 18 es impugnado por enten­
der los recurrentes que la salvaguarda de la documen­
tación ha de corresponder al Colegio Profesional. Es
patente que nada hay en la Constitución que obligue
a ello. y que el legislador puede conferir a un organismo
público la función de salvaguardar tal documentación,
por lo que no es admisible la objeción.

O) El apartado 1 del arto 6 de la Ley suscita a los
recurrentes una duda interpretativa, alegándose que si
su sentido fuese eximir de la colegiación obligatoria sería
inconstitucional. No es función de este Tribunal disipar
las dudas interpretativas, pero no es ocioso señalar, en
primer lugar, que la ausencia de toda referencia a la
colegiación indica claramente que la Ley no regula una
profesión y, en segundo lugar, que la determinación de
los requisitos previos para el ejercicio de una profesión
entra en las potestades del legislador y que tampoco
se deriva de la Constitución la exigencia de que toda
profesión, titulada 0_ no. haya de ser, necesariamente,
profesión colegiada de adscripción obligatoria.

6. En un segundo bloque de argumentos se impugnan
los mismos preceptos examinados en el anterior fun­
damento jurídico, alegándose que vulneran el orden de
distribución de competencias configurado por el bloque
de la constitucionalidad, al invadir las atribuidas a-algu­
nas Comunidades Autónomas, en virtud de sus Estatutos
de Autonomía, en relación con los Colegios Profesio­
nales. El títillo competencial aludido a estos efectos es
el previsto en los arts. 10.22 EAP.V.• 9.23 EAC. y 13.24
EAA. Este título competencial se refiere a la regulación
y actividad. en el territorio de las citadas Comunidades
Autónomas. de los Colegios Profesionales y ejercicio de
las profesiones tituladas. Pero ya se ha dicho que la
Ley impugnada nocontiene regulación alguna que pueda
considerarse propia de la materia «Colegios Profesiona­
les» ni del «ejercicio de profesiones tituladas»; no se
norma en ella nada relativo a la composición; atribución,
funciones o régimen jurídico de tales entidades corpo­
rativas ni tampoco nada relativo al ejercicio de una pro­
fesión titulada inequívocamente identificable como tal
en razón de una misma titulación, de un idéntico régimen
profesional y de una actuación específica en un ámbito
determinado.

Tal cosa sería posible al amparo de lo previsto en
el art. 36 C.E.. pues este precepto constitucional prevé,
precisamente. que la ley regule las peculiaridades pro­
pias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales
y el ejercicio de las profesiones tituladas, y ya hemos
dicho (STC 76/1983) que la ley a que alude el citado
artículo constitucional es una ley estatal. Los correspon­
dientes artículos de los Estatutos de Autonomía atribu­
yen tal competencia «sin perjuicio de lo establecido en

"los arts. 36 y 139 G.E.». En cuanto al primero se refiere,
la ley tiene cobertura más que suficiente, pues los aspec­
tos de la actividad de los auditores de cuentas que regula
-rango o nivel de titulación y formación exigible, ins­
cripción en un registro y reponsabilidad- son, cierta-

mente, los más fundamentales de toda actividad o, por
decirlo en los términos constitucionales. lo más carac­
terístico del ejercicio de las profesiones liberales. Ade-­
más. también el art. 139 C.E. otorga en este caso una
cobertura adecuada. puesto que el título competenclal
de las Comunidades Autónomas se establece sin per­
juicio de lo en él previsto. y de la ley se deduce cla­
ramente que tanto la actividad de los auditores de cuen­
tas, como el Registro Oficial. como el ámbito de actua­
ción del ICAC. es nacional, de suerte que. cualqUiera
que sea la residencia -a efectos .~e su actividad de un
auditor éste puede ejercer su funclon en todo el terrltono
nacional. algo, por una parte, lógicamente derivado de
la diversidad de ámbitos de las entidades auditadas y,
de otro lado, contradictorio con la estructura más habi­
tual de los Colegios Profesionales, que tienen. en prin­
cipio. un ámbito territorial determinado.

Así, pues, aun si se admitiera que la LAC. regula
el ejercicio de una profeSión o un ColegiO ProfeSional.
el art. 36 C.E. y los títulos competenciales de las Comu­
nidades Autónomas. establecidos todos ellos «sin per­
juicio de lo dispuesto en los arts. 36 y 139 C.E.». otor­
garían cobertura a la actuación del legislador; y. SI se
entiende que la ley impugnada no regula ni una actividad
ni -como, desde luego. es el caso- un ColegiO Pro­
fesional, los títulos competenciales aducidos no son de
aplicación al supuesto que se dilucida. En suma. no hay
nada en la Ley impugnada que suponga mvaslón de
las competencias de las Comunidades Autónomas.

7. En un tercer orden de argumentos, sostienen los
recurrentes que las funciones que la Ley impugnada asig­
na al Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas,
y en concreto lo previsto en los arts. 14.2, 16.2 g), 18.2,
22.2, Disposición adicional segunda, párrafo 3 y DIS­
posición final primera vulneran el derecho a la intimidad
reconocido en el art. 18.1 C.E. y el secreto profeSional.
Se aduce, también, que situan a los profesionales en
una posición de deliendencia respecto a la Administra­
ción, pero el precepto constitucional invocado al res­
pecto es el art. 9.3 que. con toda claridad, resulta ma­
plicable a este supuesto.

El derecho a la intimidad eventualmente vulnerado
no sería, desde luego, el de los propios auditores, sino
el de las empresas auditadas. En principio, la auditoría
persigue evaluar la situación real de una empresa para
que tal situación pueda ser conocida y valorada por su1~­

tos distintos a los administradores, de manera que dlfl­
cilmente podría alegarse tal intimidad cuando de lo que
se trata al realizar una auditoría es. precisamente, de
hacer público el estado de la entidad auditada.

Sin necesidad de entrar en el problema general rela­
tivo a la titularidad de derf3chos fundamentales por parte
de las personas jurídicas y, más en particular, sobre la
titularidad del derecho a la intimidad, es evidente que
los preceptos impugnados en nada afectan al derecho
reconocido en el art. 18.1 de la Constitución. En efecto,
la obligación de entregar la documentación no se realiza
en la ley impugnada en términos incondicionados, pues
sólo se prevén tres sujetos que puedan recibirla: aquellos
autorizados expresamente por una ley, los deslQnados
por resolución judicial y el ICAC. En los dos pnmeros
casos, la previsión legislativa o la resolución judicial jus­
tifican, en principio y en abstracto, la obligación impuesta
por la ley; en el tercer caso, la entrega de la documen­
tación lo es a los solos efectos del control técnico, que,
como es obvio. difícilmente puede realizarse sin poseer
la documentación precisa. En fin. todos los receptores
de la documentación quedan obligados a mantener
secreto. según el art. 13 de la L.A.C. La previsión legal
tiene, pues, una justificación objetiva y razona~le•.Ios
destinatarios de la documentaclon estan. tamblen, JUS­
tificados, y tanto las circunstancias en las que procede
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la entrega cuanto el deber de guardar secreto revisten
una adecuada proporcionalidad.

Por lo demás. la alegación relativa al secreto pro­
fesional de los auditores tampoco puede ser atendida.
pues. por una parte. y como bien señala la Abogacía
del Estado. la auditoría se realiza precisamente para
hacerse pública y. por otra, el secreto profesional reco­
gido en el art. 24.2 C.E. se ciñe a los supuestos de
declaración. como testigos, en juicio penal. y su exacta
regulación queda relegada a la ley; no estamos aquí ante
declaraciones en un proceso penal y. además. es pre­
cisamente una ley la que regula las condiciones de entre­
ga de la documentación, por lo que no puede decirse
que el art. 14.2 de la Ley impugnada, y los con él conec­
tados, sean inconstitucionales.

8. Por último, se aduce que el régimen transitorio
previsto para la inscripción en el Registro de Auditores
contradice los principios de igualdad, seguridad jurídica
e interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos
constitucionalmente reconocidos. Por lo que a la primera
alegación se refiere, es difícilmente esgrimible, como
acertadamente pone de relieve el Abogado del Estado,
término de comparación alguna, debido precisamente
a la multiplicidad de situaciones en que se encuentran
quienes actualmente ejercen la actividad y de titulacio­
nes que permiten la realización de la misma.

En lo relativo al segundo punto, hemos de traer a
colación lo que afirmamos en la STC 65/1987. Esta­
blecímos allí que una innovación legislativa como la aho­
ra impugnada exige que se lleve a cabo de forma precisa.
cierta y formalmente publicada y mediante una norma
de rango adecuado. Las tres últimas exigencias se
cubren, sin duda, por la Ley 19/1988. Resta por deter­
minar si la norma es también precisa. Pues bien. la redac­
ción del apartado 2 lo es en grado suficiente, teniendo
en cuenta el vacío normativo existente con anterioridad
a la aprobación de la Ley; desde luego. en modo alguno
habilita para inscribirse en el Registro y ejercer la acti­
vidad a quienes realicen tareas tan distintas de la audi­
toría como las mencionadas en el recurso. pues es claro
que los trabajos que se aduzcan habrán de haber sido
realizados «en el ámbito financiero y contable, referidos
especialmente a cuentas anuales. cuentas consolidada­
das o estados financieros análogos». Así, pues. sólo una
interpretación que, lejos de ser tal, despoje a las palabras
del significado que claramente tienen podría permitir que
se incorporasen. como se apunta en el recurso, quienes
realizan actividades claramente alejadas de las previstas
en la Ley.

Por lo que se refiere a la alegación de que la dis­
posición que se examina vulnera el principio de irretroac­
tividad de las leyes restrictivas de derechos, también
dijímos en la citada STC 42/1986 que lo que el arto 9.3
prohibe a ese respecto es <da incidencia de la nueva
ley en los efectos jurídicos ya producidos de situaciones
anteriores, de suerte que la incidencia en los derechos,
en cuanto a su proyección hacia el futuro, no pertenece
al campo estricto de la irretroactividad». En esa misma
Sentencia, que resolvía un supuesto que guarda gran
parecido con el que nos ocupa, declaramos que, apli­
cando los esquemas establecidos por este Tribunal «al
trance de transformación de una profesión libre en pro­
fesión titulada, las dudas que pudieran plantearse se
desvanecen. Con independencia del juicio que las nor­
mas merezcan en punto a su oportunidad o a su justicia,
lo cierto es que no se puede hablar, para referirse a
un ámbito de libertad, de derechos adquiridos. No viola
la prohibición del art. 9.3. por ende, la regla que permite
la integración en un Colegio profesional de nueva crea­
ción, o la continuación en el ejercicio de una profesión,
a las personas que no poseen los títulos exigidos en
la nueva Ley, que es en puridad lo que realiza la dis-

posición que aquí se examina. Ceñido en estos términos
el problema, lo único que se podría cuestionar es la
legitimidad constitucional de limitar temporalmente el
período transitorio. Mas, si se tiene en cuenta que un
período transitorio ocasiona indudables perturbaciones
y coloca algún punto de duda sobre el principio de segu­
ridad jurídica también consagrado y reconocido en el
art. 9 de la Constitución, no puede decirse que sea cons­
titucionalmente ilegítima su abreviación».

La doctrina allí sentada es plenamente aplicable al
presente recurso, y la impugnación debe, también, resol­
verse en sentido símilar. No existen aquí, o por lo menos
no se mencionan en el recurso, derechos adquiridos de
ningún género, lo que es fácilmente comprensible si se
tiene en cuenta que la Ley impugnada es, precisamente,
la primera que regula la. concreta actividad de auditor
de cuentas. No existiendo norma previa al respecto. difí­
cilmente puede existir un derecho consagrado por una
norma inexistente.

El legislador, a la hora de regular los requisitos para
el ejercicio de la actividad de auditor, establece aquellos
que ha considerado oportunos para el caso, todos los
cuales pueden considerarse objetivos y razonables. Igual­
mente. y a la vista de la dispersión de situaciones preexis­
tentes y de la diversidad de titulaciones que concurren
en el campo material regulado, ha dispuesto un período
transitorio para que quienes actualmente ejercen la acti­
vidad puedan incorporarse al Registro. Todo ello entra
en sus atribuciones.

No existe. por otro lado, retroactividad alguna, pues
los efectos de la Ley se proyectan, con toda evidencia,
sobre el futuro. No empece a esta afirmación el que
se prevea que puedan incorporarse al Re'gistro quienes
reúnan los requisitos legalmente previstos, pues tanto
el Registro como la incorporación al mismo tienen lugar.
precisamente, con posterioridad a la entrada en vigor
de la Ley. Esta, en definitiva, no se proyecta en absoluto
hacia fechas anteriores a las de su entrada en vigor,
pues no puede entenderse como tal proyección la modi­
ficación de las regulaciones existentes a su entrada en
vigor, dado que tal modificación es, precisamente, el
objeto de toda norma jurídica. En fin, no existe norma
en blanco alguna, pues la Disposición transitoria primera
exige. para poderse inscribir en el Registro. los mismos
requisitos previstos en la Ley, con una sola excepción:
la superación del examen de aptitud. Comoquiera que
tal examen no estaba «organizado y reconocido por el
Estado» con anterioridad a la aprobación de la Ley, la
exención de este requisito es no solo razonable, sino
hasta exigible, pues otra cosa obligaría a todos cuantos
ejercían la actividad de auditor antes de la entrada en
vigor de la Ley a someterse al mismo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el recurso de inconstitucionalidad contra
la Ley de Auditoría de Cuentas.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintitrés de diciembre de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo
Ferrer.-Luis López Guerra.-Fernando García-Mon y Gon­
zález-Regueral.-Eugenio Díaz Eimil.-Alvaro Rodríguez
Bereijo.-Vicente Gimeno Sendra.-José Gabaldón
López.-Rafael de Mendizábal Allende.-Julio Diego Gon­
zález Campos.-Pedro Cruz Villalón.-Carles Viver Pi-Sun­
yer.-Firmado y rubricado.


